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Señora:  

 

JUEZ SEGUNDA CIVIL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA (SANTANDER).  

E.S.D. 

 

 

RADICADO No.2020-00082 

PROCESO: VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL.  

DEMANDANTES: HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO Y OTROS.  

DEMANDADOS: AZUCENA MANRIQUE DE HERNANDEZ Y OTROS.  

 

NELLY PINZÓN CRUZ, mayor de edad, identificada con la C.C. No. 1.013.598.114 de Bogotá, 

portadora de la T.P. No.298.773 del C.S. de la J., con domicilio y residencia en esta ciudad, 

obrando en mi condición de apoderada sustituta de la señora AZUCENA MANRIQUE DE 

HERNANDEZ (demandada), con domicilio en el Municipio de Vélez, identificado con la Cédula 

de Ciudadanía No. 28.478.010 de Vélez Santander, de conformidad con el mandato legalmente 

conferido que adjunto, estando dentro del término legal, DESCORRO EL TRASLADO DE LA 

DEMANDA VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL, promovida por 

HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO Y OTROS, y procedo a FORMULAR LLAMAMIENTO 

EN GARANTÌA CONTRA MIGUEL ANTONIO SOLANO AVILA., efecto para el cual, me 

permito hacer los siguientes pronunciamientos, de conformidad con lo dispuesto por los 

artículos 66, 96 del Código General del Proceso.: 

 

 

I.- HECHOS. 

 

PRIMERO: No le consta, a mi representada estas circunstancias descritas por el apoderado de 

la parte demandante, habida cuenta que, no fue la persona que estaba al mando del vehículo 

de placa XVO440, para el día 05 de abril de 2017, por lo que nos atenemos de lo que resulte 

debidamente probado.  

 

SEGUNDO: Se niega este hecho, en el entendido que son apreciaciones del abogado 

demandante que carecen de sustento factico y jurídico, pues dichas circunstancias que aun son 

objeto de debate, por lo que, deberá probarse suficientemente este hecho. 

 

TERCERO: No le consta, este hecho a mi representada, en el entendido que, son 

circunstancias que escapan de la esfera de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo 

que resulte debidamente probado., lo que si es cierto, es que el señor HUGO ALBERTO 

MURILLO MURILLO, fue codificado con la causal 157, que dentro delas especificaciones que 

hizo el patrullero Mario Granados Pérez, fue reprocharle la “falta de precaución al ingresar a 

una vía alterna asociada a estacionarse en la mitad del carril”. Ahora bien, en el mencionado 

informe no se evidencia que el señor José Pablo Pardo haya sido multado, pues de ello no da 

cuenta el Informe Policial, razón por la cual, la parte demandante, está en la obligación de 

probar lo manifiesto en este hecho. 

 

CUARTO: No le consta, este hecho a mi representada, en el entendido que, son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, además desconoce cual fue el diagnóstico clínico, padecido 

por el demandante. 

 

QUINTO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 
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SEXTO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que escapan 

de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 

 

SÉPTIMO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 

 

OCTAVO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 

 

NOVENO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 

 

DÉCIMO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente probado. 

 

DÉCIMO PRIMERO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente 

probado. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente 

probado. 

 

DÉCIMO TERCERO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente 

probado. 

 

DÉCIMO CUARTO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por lo tanto, 

no amerita pronunciamiento. 

 

DÉCIMO QUINTO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por lo tanto, 

no amerita pronunciamiento. 

 

DÉCIMO SEXTO: No le consta, este hecho a mí representada, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente 

probado. 

 

DÉCIMO SÉPTIMO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por lo tanto, 

no amerita pronunciamiento. 

 

 

II.- PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES. 

 

De manera genérica, me OPONGO A LA PROSPERIDAD DE LAS PRETENSIONES DE LA 

DEMANDA.  

 

Me opongo a que se decreten todas y cada una de las PRETENSIONES DECLARATIVAS Y 

CONDENATORIAS de la demanda por las razones que serán esbozadas en el capítulo 

correspondiente., consecuentemente, solicito que la sentencia que ponga fin a este proceso se 

profiera en favor de mi representado.  
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Adicionalmente solicito que se condene en costas y agencias en derecho a la parte 

demandante.  

 

Respecto a la carga de la prueba la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, en 

sentencia de 25 de mayo de 2010, de la siguiente manera: «Al Juez no le basta la mera 

enunciación de las partes para sentenciar la controversia, porque ello sería tanto como 

permitirles sacar beneficio del discurso persuasivo que presentan; por ende, la ley impone a 

cada extremo del litigio la tarea de traer al juicio de manera oportuna y conforme a las 

ritualidades del caso, los elementos probatorios destinado a verificar que los hechos alegados 

efectivamente sucedieron, o que son del modo como se presentaron, todo con miras a que se 

surta la consecuencia jurídica de las normas sustanciales que se invocan» 

 

 

III-OBJECIÓN A LA ESTIMACIÓN DE LOS PERJUICIOS. 

 

 

Frente a las pretensiones manifiesto respetuosamente a su Señoría que OBJETO LAS 

CUANTIAS de conformidad con lo dispuesto en el Art. 206 de la Ley 1564 de 2.012 que 

expresamente indica “…Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, 

compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo RAZONADAMENTE bajo 

juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus 

conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto, mientras su cuantía no sea objetada por 

la parte contraria dentro del traslado respectivo. Aun cuando no se presente objeción de parte, 

si el Juez advierte que la estimación es notoriamente injusta, deberá decretar de oficio las 

pruebas que considere necesarias para tasar el valor pretendido. Si la cantidad estimada 

excediere del 50% de lo que resulte probado, se condenará a quien le hizo pagar a la otra parte, 

una suma equivalente al (10%) de la diferencia.  

 

En ese sentido sobre el punto en particular, la Honorable Corte Suprema de Justicia ha 

convenido lo subsiguiente: “Téngase en cuenta que el juramento estimatorio que autoriza la Ley 

para cuantificar el valor de los perjuicios causados por cumplimiento de una obligación, en orden 

a provocar mandamiento ejecutivo, no es una simple formalidad procesal, como lo sugiere el 

recurrente, sino que se trata de un medio de prueba previsto en el art. 211 del C.P.C., necesario 

para apoyar la decisión judicial”.  

En tal sentido, No es dable que se pretendan sumas dinerarias por parte del actor sin que estas 

sean debidamente sustentadas, además como ya se indicó debe demostrarse que 

evidentemente los aquí demandados generaron dicho detrimento. En contra de las pretensiones 

de la demanda, propongo las siguientes excepciones, con el carácter de PERENTORIAS: 

 

 

IV.-FORMULACIÒN DE EXCEPCIONES DE MÉRITO. 

 

Con la finalidad de enervar la totalidad de las pretensiones, propongo como excepciones de 

mérito, las que denominaremos: 

 

A. HECHO DE LA VICTIMA Y DEMANDANTE HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO.  

 

El hecho exclusivo de la víctima está dado por aquella circunstancia por virtud de la cual, la 

propia víctima con su actuar, interviene total o parcialmente, en la causación del daño sufrido 

por la misma. Así las cosas, cuando la conducta de la víctima es la causa del daño sufrido, no 

surge responsabilidad civil extracontractual en cabeza del agente, pues en ese caso, no fue su 

conducta sino la de la propia víctima, la causa eficiente del daño. Pues bien, en el caso sub  
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examine, el señor MURILLO MURILLO, se desplazaba como motociclista por una vía nacional 

en la que se tiene que tener toda la precaución necesaria, pues por esta vía transitan muchos 

vehículo de diferentes tamaños, es una vía que está destinada al tránsito vehicular, el mismo 

apoderado demandante, en el hecho cuarto de la demanda confiesa que, el señor HUGO 

ALBERTO MURILLO MURILLO, relató a los galenos del E.S.E. HOSPITAL SAN JUAN DE 

DIOS DE LEBRIJA, que “había sido envestido por una buseta, mientras estaba 

estacionado esperando a su hija…”, fue la misma víctima quien infringió lo contenido en el 

artículo 55 del Código Nacional de Tránsito, pues con su comportamiento obstaculizó el tránsito 

vehicular y además puso en riesgo su propia vida, y hasta la de su menor hija;  fue la misma 

víctima quien se perjudicó, se autolesionó, y analizando el bosquejo topográfico del Informe 

Policial de Accidente de Tránsito, se evidencia que el motociclista si se encontraba estacionado 

al costado izquierdo de la vía, lugar donde no es permitido parquearse, para ello están las 

bermas, pero eso no sucedió. Razón por la cual quien debe asumir las consecuencias del obrar 

imprudente es el mismo demandante. Descendiendo al caso en concreto, encontramos 

suficientes pruebas indicativas, que la causa determinante del lamentable suceso solo puede 

ser imputada al señor MURILLO MURILLO, quien, de manera flagrante, violó varias normas del 

Código Nacional de Tránsito como lo señalamos a continuación. 

 

ARTÍCULO 55. COMPORTAMIENTO DEL CONDUCTOR, PASAJERO O PEATÓN. Toda 

persona que tome parte en el tránsito como conductor, pasajero o peatón, debe comportarse 

en forma que no obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a las demás y debe conocer y 

cumplir las normas y señales de tránsito que le sean aplicables, así como obedecer las 

indicaciones que les den las autoridades de tránsito. 

 

ARTÍCULO 65. UTILIZACIÓN DE LA SEÑAL DE PARQUEO. Todo conductor, al detener su 

vehículo en la vía pública, deberá utilizar la señal luminosa intermitente que corresponda, 

orillarse al lado derecho de la vía y no efectuar maniobras que pongan en peligro a las personas 

o a otros vehículos. 

 

ARTÍCULO 76. LUGARES PROHIBIDOS PARA ESTACIONAR. Está prohibido estacionar 

vehículos en los siguientes lugares: Sobre andenes, zonas verdes o sobre espacio público 

destinado para peatones, recreación o conservación. En vías arterias, autopistas, zonas de 

seguridad, o dentro de un cruce. En vías principales y colectoras en las cuales 

expresamente se indique la prohibición o la restricción en relación con horarios o tipos 

de vehículos. En puentes, viaductos, túneles, pasos bajos, estructuras elevadas o en 

cualquiera de los accesos a éstos. En zonas expresamente destinadas para estacionamiento o 

parada de cierto tipo de vehículos, incluyendo las paradas de vehículos de servicio público, o 

para limitados físicos. En carriles dedicados a transporte masivo sin autorización. A una 

distancia mayor de treinta (30) centímetros de la acera. En doble fila de vehículos estacionados, 

o frente a hidrantes y entradas de garajes. En curvas. Donde interfiera con la salida de vehículos 

estacionados. Donde las autoridades de tránsito lo prohíban. En zona de seguridad y de 

protección de la vía férrea, en la vía principal, vías secundarias, apartaderos, estaciones y 

anexidades férreas. 

 

ARTÍCULO 77. NORMAS PARA ESTACIONAR. En autopistas y zonas rurales, los vehículos 

podrán estacionarse únicamente por fuera de la vía colocando en el día señales 

reflectivas de peligro, y en la noche, luces de estacionamiento y señales luminosas de peligro. 

Quien haga caso omiso a este artículo será sancionado por la autoridad competente con 

multa equivalente a treinta (30) salarios mínimos legales diarios vigentes. 

 

Ahora bien, Sobre el tema, los hermanos HENRI Y LEÓN MAZEAUD al referirse, puntualmente, 

al hecho o culpa de la víctima, como causal eximente de responsabilidad, han dicho: 
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“La culpa de la víctima debe presentar los caracteres generales de la culpa. Indudablemente 

es una “culpa contra ella misma”, pero es también una culpa para con el demandado, puesto 

que, al participar en la realización del daño, perjudica a este último. Por lo tanto, nada puede 

cambiarse en los principios: se comparará la conducta de la víctima con la de un tipo abstracto 

y habrá que preguntarse qué habría hecho aquel otro en su lugar”. Al responder la pregunta de 

los ilustres tratadistas, respecto del caso in examine, la respuesta NO sería otra diferente a la 

de afirmar que una persona prudente no hubiera actuado de manera irresponsable e irreflexiva 

como lo hizo MURILLO MURILLO, quien por su incuria aceptó el riesgo que implicaba 

parquearse en un lugar no permitido sin las debidas precauciones,  En consecuencia, no 

pueden aquí los demandantes quejarse ahora del perjuicio que dicen haber sufrido con ocasión 

de la aceptación del riego por parte de la Víctima y pretender trasladar la responsabilidad al 

conductor del vehículo, al propietario, a la empresa trasportadora, y a la compañía aseguradora. 

Sobre el tema el Consejo de Estado acogió una modificación jurisprudencial, relativa a la 

exigencia de imprevisibilidad e irresistibilidad del hecho de la Victima como causal de 

exoneración de responsabilidad en los regímenes de responsabilidad objetiva, y sostuvo que “ 

… no se requiere , para configurar la culpa exclusiva de la víctima que el presunto responsable 

acredite que la conducta que la conducta de aquella fue imprevisible e irresistible, sino que lo 

relevante es acreditar que el comportamiento de la persona lesionada o afectada fue decisivo, 

determinante y exclusivo”. Dicho lo anterior, se considera que la culpa de la víctima así no sea 

irresistible e imprevisible para el demandado, lo exonera de responsabilidad, se está 

concluyendo que a este le bastará probar que obró adecuadamente (sin culpa) y que el daño 

se ocasionó porque la victima obro inadecuadamente (con culpa). 

 

 

B.- INEXISTENCIA DE NEXO CAUSAL ENTRE LA CONDUCTA DESPLEGADA POR EL 

CONDUCTOR DEL VEHÍCULO DE PLACA XVO440 Y EL DAÑO SUFRIDO POR LOS 

DEMANDANTES.  

 

El nexo causal hace referencia a la relación de conexión, de causalidad o enlace, que debe 

existir entre el hecho y el daño, toda vez que, para estructurarse la responsabilidad, el daño 

debe ser el resultado o la consecuencia del hecho. Dicho, al contrario, ese hecho o conducta 

culpable o riesgosa, debe ser la causa del daño. Naturalmente que esa relación de causalidad 

debe acreditarse en el proceso, por cuanto de lo contrario no podría nacer la obligación de 

reparación que es propia de la responsabilidad. De acuerdo por lo expuesto por la Corte, el 

nexo causal entre la conducta que se imputa al demandado y el daño debe estar debidamente 

acreditado porque el origen de la responsabilidad gravita precisamente en la atribución del 

hecho dañoso al demandante. Este aspecto ha ocupado la atención de la Corte, a cuyo 

propósito ha dicho que. “la causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos 

casos en que, atendida la naturaleza propia de la actividad y las circunstancias precisas en que 

el hecho dañoso se realizó, la razón natural permite imputar a la incuria o imprudencia de la 

persona de quien se demanda la reparación… su defensa, entonces, no puede plantearse con 

éxito en el terreno de la culpabilidad sino en el de la causalidad” 

 

Así las cosas, la responsabilidad supone la inequívoca atribución de la autoría de un hecho que 

tenga la eficacia causal suficiente para generar el resultado, pues si la incertidumbre recae 

sobre la existencia de esa fuerza motora del suceso, en tanto que se ignora cual fue la 

verdadera causa desencadenante del fenómeno, no sería posible endilgar responsabilidad al 

demandado. Ahora bien, en el análisis de los hechos que sustentan el presente caso, deberá 

hacerse referencia al componente “causalidad” teniendo en cuanta dos conceptos diferentes, 

como son la causalidad jurídica y causalidad física, así lo explica el tratadista Javier Tamayo 

Jaramillo en su tratado sobre la responsabilidad Civil. “Puede suceder que, aunque haya 

causalidad física no haya, sin embargo, causalidad jurídica. En efecto, el derecho de la  
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responsabilidad civil tiene establecido que cuando el agente causa el daño físicamente, pero 

su conducta está determinada por una causa extraña, estaremos frente a la ruptura del nexo 

causal, y, por lo tanto, se considera que jurídicamente el daño no ha sido causado por el agente, 

así, por ejemplo, si una persona lesiona a otra porque un tercero en forma imprevisible o 

irresistible lo ha lanzado contra la víctima, es claro que la causa física última de la lesión es el 

cuerpo de quien fue empujado, sin embargo, para efectos jurídicos se acepta que el único 

causante del daño fue quien lanzó a esta persona contra la víctima”. Es así como, de 

conformidad con lo señalado, es posible afirmar que no siempre la presencia de acciones 

realizadas por parte de un conductor tiene por consecuencia la realización de un daño, y que 

también es posible que el daño ocasionado por causa de dichas acciones no sea imputable a 

quien en el terreno de lo físico lo ocasionó, dada la presencia de una causa extraña que generó 

la ruptura del nexo causal como elemento fundamental de la responsabilidad civil 

extracontractual. En efecto, como se mencionó anteriormente, uno de los elementos 

fundamentales de la responsabilidad civil está dado por el nexo causal, es decir, por la 

existencia de relación de conexión o enlace entre la conducta dañosa desplegada por el agente 

y el daño sufrido por la víctima, de tal forma, que este último sea consecuencia exclusiva y 

necesaria de la primera. Ahora bien, la existencia del nexo causal puede enervarse mediante 

la prueba de una de las causales eximentes de responsabilidad, a saber: caso fortuito o fuerza 

mayor, hecho de un tercero, o culpa de la víctima, es así como, cuando se verifica cualquiera 

de estas tres circunstancias se presenta el rompimiento del nexo causal, en virtud de lo cual, al 

faltar este elemento fundamental, no surge responsabilidad alguna a cargo del agente en virtud 

de los hechos acaecidos por haber intervenido la culpa de la víctima. Y fue precisamente este 

fenómeno el que se presentó en el caso que ocupa nuestra atención, al haberse verificado la 

presencia de una causa extraña que generó el rompimiento del nexo causal, entre el actuar del 

conductor del vehículo de placa XVO440 y el accidente del señor  HUGO ALBERTO MURILLO 

MURILLO dónde se produjo unas lesiones, por cuanto la causa eficiente del lamentable suceso 

no fue otra que la conducta imprudente e irreflexiva de la propia víctima quien violó el deber 

objetivo de cuidado que le era exigible como actor vial. 

 

C.- INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR PERJUICIOS MATERIALES E 

INMATERIALES POR AUSENCIA DE PRUEBAS.  

 

En la presente demanda, los accionantes sólo se limitan a relatar el evento que da lugar a la 

reclamación, son argumentos subjetivos, pero no acreditan en debida forma el vínculo civil de 

responsabilidad entre la conducta desplegada por quien conducía el rodante de placa XVO440, 

esto es, el señor José Pablo Pardo Beltrán con el perjuicio por el motociclista sufrido de manera 

real y palpable. Al presunto beneficiario de la póliza que amparaba el rodante de servicio 

público, no le basta con alegar el acaecimiento de un hecho, sino que además es necesario 

que se acredite la responsabilidad del demandado y la cuantía del perjuicio sufrido por quien 

demanda. No es posible declarar la responsabilidad civil derivada del daño, cuando los 

elementos propios que integran la responsabilidad no se hallan probados efectivamente; esto 

es, un agente generador del hecho, que con este hecho se cause un daño y que entre uno y 

otro exista una relación causal que los una, éste último no solo jamás fue demostrado a lo largo 

y ancho de la demanda, sino que además dentro de la descripción que el demandante realiza 

en este punto el accionante guarda total y absoluto silencio, sólo hace referencias muy precarias 

e inferencias desproporcionadas sin resultados concluyentes, que permitan determinar que mi 

poderdante indirectamente o por hecho ajeno es el supuesto responsable; el común 

denominador de su argumentación está revestido de juicios y reproches carentes de sustento, 

en atención a que por un lado no son claras ni asertivas las circunstancias que rodearon ese 

hecho y por otro lado, que dicha actuación no puede ser atribuible como hecho determinante, 

la supuesta acción desplegada por el conductor del vehículo del demandado, haya sido la causa 

determinante en la ocurrencia del siniestro en mención.  
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Al tenor de lo anterior la Honorable Corte ha precisado lo siguiente: [L]as pruebas producidas, 

con el objeto de que cumplan con su función de llevar al juez el grado de convicción suficiente 

para que pueda decidir sobre el asunto materia de la controversia, además de ser conducentes 

y eficaces, deben allegarse o practicarse en los términos y condiciones establecidos de 

antemano en el ordenamiento positivo, ya que lo contrario no es posible que cumplan la función 

señalada, y así lo estipula el artículo 174 del C. de Procedimiento Civil (SC, 27 mar. 1998, exp. 

n.° 4943). Al no estar presentes en el actual caso, los elementos que integran la 

responsabilidad, todos y cada uno de ellos y perfectamente descritos y soportados 

probatoriamente, mal puede hablarse de responsabilidad y menos aún pensarse que el 

demandado sea condenado al pago de las sumas exigidas en la modalidad de daños materiales 

como inmateriales.  

 

D.- EXCESIVA CUANTIFICACIÓN DEL PERJUICIO EXTRAPATRIMONIAL. 

 

Si bien es cierto, la tasación de los perjuicios extrapatrimoniales corresponde al prudente 

arbitrium iudicis, también lo es que para su cuantificación deberá tener en cuenta la intensidad 

del daño a través de medios probatorios, de los que el expediente no da cuenta alguna.  

 

Sobre el tema, el connotado tratadista Javier Tamayo Jaramillo, en su obra ha dicho lo siguiente: 

“(...) la evaluación monetaria de los perjuicios extrapatrimoniales es imposible dada la 

naturaleza misma del daño puesto que ésta afecta bienes que no poseen valor económico 

determinable. Si embargo, la existencia e intensidad de dichos daños es perfectamente 

verificable, gracias a los alcances actuales de la psicología y de la medicina. (...) Con base en 

todas esas pruebas, el juez, prudente y equitativamente, fijará la forma de reparar el perjuicio y 

si decide hacerlo otorgando a la víctima una suma de dinero, dirá cuál es la suma a que ella 

asciende. En ese sentido, el fallador tendrá en cuenta el, dolor psíquico o físico, así como su 

intensidad, la cual puede ser muy grave, grave, leve, levísima, etc. La demostración de todo 

ello puede hacerse mediante testigos, peritos, médicos, psicólogos, psiquiatras, etc.  

Desde luego los peritos solo podrán dictaminar sobre la existencia e intensidad del daño más 

no sobre su cuantificación monetaria, lo cual corresponde al juez asignar según su prudente 

arbitrio.”  

 

El señor Juez en su sentencia debe tener en cuenta la inexistencia de prueba idónea frente al 

dolor psíquico o físico, así como su intensidad: muy grave, grave, leve, levísima, etc. Ahora 

bien, en el evento de determinarse la existencia del perjuicio reclamado, rogamos al Señor Juez 

tener en cuenta que los mismos resultan excesivos en relación con los daños padecidos por los 

demandantes, tasación alejada de los parámetros fijados por la jurisprudencia nacional.  

 

Es así como la Honorable Corte Suprema de Justicia ha establecido unos valores máximos por 

este concepto a partir de la ocurrencia de un hecho dañoso, fijándolos en la suma de $40 0́00. 

000.oo En el mismo sentido se ha pronunciado el H. Consejo de Estado, Corporación que sobre 

el tema aquí debatido ha dicho: “13.4.1. Ahora bien, el Juez administrativo radica la facultad 

discrecional de determinar el monto a reconocer cuando se trata de perjuicios morales. 

Discrecionalidad que está regida: a) bajo el entendido de que la indemnización del perjuicio, se 

hace a título de compensación, más no de restitución, ni de reparación; b) por la aplicación del 

principio de equidad previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; c) por el deber de estar 

sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso respecto de perjuicio y su 

intensidad y por el d) deber de estar fundamentada, cuando sea el caso, en otras providencias 

para efectos de garantizar el principio de igualdad. En la presente acción la parte acción judicial 

la parte actora parte de declaraciones y apreciaciones subjetivas bajo las cuales se solicita 

reparación de perjuicios, sin que dichas afirmaciones estén debidamente soportadas con un 

documento idóneo que acredite su existencia. 
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Para los perjuicios materiales, nos apoyamos en el criterio jurisprudencial para afirmar que, 

deberán ser liquidados en la forma probada, con la convicción de su objetividad. Ahora bien, 

frente a los perjuicios inmateriales que se pretenden, estas sumas exceden en gran proporción 

por lo concedido por la Máxima autoridad, en diferentes sentencias, se tiene que, aunque la 

tasación del perjuicio moral se realiza según el arbitrio del Juez, debe el mismo guiarse por 

parámetros jurisprudenciales y respecto a lo probado en el proceso frente a la existencia e 

intensidad de estos. 

 

 

E. CONCURRENCIA DE CULPAS ENTRE EL CONDUCTOR DEL VEHÍCULO DE PLACA XVO440 Y EL CONDUCTOR DE 

LA MOTOCICLETA DE PLACA XPE63A. 

 

El presente proceso, surge por el accidente ocasionado el pasado 05 de abril de 2017, en este 

evento se vieron determinantemente involucrados el vehículo de servicio público de placa 

XVO440, conducido por el señor JOSE PABLO PARDO BELTRAN y el vehículo tipo motocicleta 

XPE63A conducida por HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, 

 

Es bien sabido que cuando se genera un daño en ejercicio de una actividad peligrosa, como lo 

es la actividad de conducir un vehículo automotor, a partir de la posición jurisprudencial sentada 

por la sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, se aplica un régimen subjetivo 

con presunción de culpa, que a la larga en la práctica se 

asemeja a la responsabilidad objetiva. No obstante, en lo referente a la concurrencia de culpas 

en actividades peligrosas, ha consagrado que el elemento “culpa” debe analizarse de cara a la 

causalidad, a fin de determinar la responsabilidad de los involucrados. Así que, en aquellos 

eventos en los cuales tanto demandante como demandado concurren en el ejercicio de una 

actividad peligrosa, es obligación del fallador examinar cuál de los dos tuvo “incidencia objetiva” 

en la generación de los perjuicios cuya indemnización se pretende. 

 

En efecto así lo ha precisado la jurisprudencia a destacar: 

“La culpa no es un elemento necesario para estructurar la responsabilidad por actividades 

peligrosas ni para su exoneración; no es menester su demostración, ni tampoco se presume, el 

damnificado tiene la carga probatoria exclusivamente de la actividad peligrosa, el daño y la 

relación de causalidad (…) Por supuesto, en la especie de responsabilidad por actividades 

peligrosas (…) siendo imputable a la conducta de ambos, sea o no dolosa o culposa, cada uno 

será responsable en la medida de su contribución y, tales aspectos, los definirá el juzgador de 

conformidad con las reglas de experiencia y la sana critica, asignando, en todo o parte, a uno 

o ambos sujetos la responsabilidad según su participación, para cuyo efecto, el ordenamiento 

jurídico le atribuye al juez amplitud en la valoración de las probanzas, en todo en cuanto 

respecta a la determinación de la responsabilidad e  incidencia de las conductas concurrentes 

(…). 

 

En consecuencia, de lo anterior, los daños materiales por concepto de daño emergente y lucro 

cesante, como los daños inmateriales por concepto de daño moral, daño a la vida en relación, 

que hoy reclaman, no deben ser resarcidos por el demandado, pues la causa determinante del 

hecho deplorable, y si se quiere, la culpa civil, se deducen en contra del mismo demandante. 

Dentro del examen de este tipo de responsabilidad puede darse otro supuesto para su 

determinación. Lo anterior corresponde al evento regulado en el artículo 2357 del ordenamiento 

civil, según el cual “la apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se 

expuso a él imprudentemente”. Esta premisa es la que ha sido 

aplicada por la jurisprudencia en los casos denominados como “responsabilidad civil 

extracontractual en actividades peligrosas concurrentes”. 
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Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha expresado que, ante una eventual concurrencia 

de culpas en el ejercicio de actividades peligrosas, el juez debe examinar las circunstancias de 

tiempo, modo y lugar en que se produce el daño, con el fin de evaluar la equivalencia o asimetría 

de las actividades peligrosas concurrentes y su 

incidencia en la cadena de causas generadoras del daño y, así, establecer el grado de 

responsabilidad que corresponda a cada uno de los actores, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 2357 del Código Civil. Sobre el particular expresó: 

 “[L]o anterior no comporta ninguna novedad en la línea jurisprudencial de esta Corte ni tampoco 

implica la aceptación de un enfoque de responsabilidad objetiva, pues como ya lo había 

precisado esta Sala en consolidada doctrina, ‘[l]a reducción del daño se conoce en el derecho 

moderno como el fenómeno constituido por la compensación de culpas, lo cual quiere decir que 

cuando el coautor del daño comete una culpa evidente que concurre con la conducta igualmente 

culpable de la víctima, el juez debe graduar cuantitativamente la relación de causalidad entre 

las culpas cometidas de manera concurrente, y la cuantía del daño, a fin de reducir la 

indemnización mediante el juego de una proporción que al fin y al cabo se expresa de manera 

matemática y cuantitativa’. (Sent. de 29 de abril de 1987). (Resaltado fuera de texto). 

 

 

F. EXCEPCIÓN GENÉRICA O INNOMINADA.  

 

Además de la excepción anteriormente rotulada, solicito comedidamente al señor Juez declarar 

a favor de la parte que represento toda otra excepción que llegare a resultar probada durante 

el debate procesal.  

 

 

V.-PRUEBAS.  

 

Poder que me legitima para actuar.  

Certificado de Existencia y Representación Legal de SEGUROS DEL ESTADO.S. A 

Carátula de la póliza No. 101000313 póliza que amparaba el vehículo XVO440 para la fecha 

del accidente.  

 

SOBRE LAS PRUEBAS APORTADAS POR LOS DEMANDANTES. Con todo respeto desde ya 

solicito que todas y cada una de las pruebas documentales declarativas y dispositivas 

provenientes de terceros, que aporte o llegue a aportar el extremo activo sean apreciadas de 

conformidad con lo establecido en las disposiciones probatorias, esto es, si son debidamente 

ratificadas por quienes las suscriben. Con la finalidad de acreditar los supuestos de hecho y de 

derecho en que se fundamentan los medios defensivos desplegados por la demandada 

AZUCENA MANRIQUE DE HERNÁNDEZ solicito al Despacho, acceder a decretar y ordenar 

practicar e incorporar legalmente al proceso las siguientes PRUEBAS: 

 

TESTIMONIALES: 

 

• Sírvase señor Juez, citar y hacer comparecer al Despacho al señor Patrullero MARIO 

AURELIO GRANADOS PEREZ, mayor de edad, quien se identifica con la Cedula de 

Ciudadanía No. 80.831.524, funcionario de la Policía Nacional, adscrito a la Dirección de 

Tránsito y Transporte, persona que conoció y elaboró el Informe Policial de Accidente de 

Tránsito de fecha 05 de abril de 2017, en el cual se vio involucrado el vehículo de placa 

XVO440, de propiedad de mi representada., quien puede ser notificado en la calle 41 

No. 11- 44 de Bucaramanga,  o a través de la dirección de talento humano de la Policía 

Nacional. 
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INTERROGATORIO DE PARTE: 

 

• Sírvase señor Juez, citar y hacer comparecer al Despacho a los demandantes señores 

HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, YULY ANDREA PINTO MURILLO, mayores de 

edad, quienes se notifican en la vereda San Benito, del Municipio de Lebrija, bajo la 

gravedad del juramento, manifiesto que desconozco el número  de teléfono y direcciones 

de correos electrónicos, se pueden notificar a través de su apoderado  al correo 

electrónico Hernanabogado1@gmail.com 

 

 

 

VI. ANEXOS. 

 

Los relacionados en el acápite de pruebas.  

 

VII. NOTIFICACIONES. 

 

Mi poderdante AZUCENA MANRIQUE DE HERNÁNDEZ, se notifica en la calle 10 No. 

3-75 del Municipio de Vélez, al celular 3125042780, al correo electrónico 

visuhema85@hotmail.com  o a través de la suscrita. La suscrita abogada en la Cra. 31 

no. 51- 74 Of. 1302 edificio empresarial M@rdel de la ciudad de Bucaramanga Tel. 

6954545, celular 3046814599 Email: npinzon2311@gmail.com   

 

 

Las demás partes demandadas se notifican en las direcciones aportadas por la parte 

demandante.  

 

La parte demandante los señores HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, YULY 

ANDREA PINTO MURILLO, mayores de edad, quienes se notifican en la vereda San 

Benito, del Municipio de Lebrija, bajo la gravedad del juramento, manifiesto que 

desconozco el número  de teléfono y direcciones de correos electrónicos, se pueden 

notificar a través de su apoderado  al correo electrónico Hernanabogado1@gmail.com 

 

El abogado demandante, en la carrera 12 No. 34-67 oficina 405 de Bucaramanga, al 

correo electrónico Hernanabogado1@gmail.com  

 

 

Atentamente, 

 

 
NELLY PINZÓN CRUZ  

C.C. No. 1.013.598.114 de Bogotá. 

T.P. No. 298.773 del C.S. de la J. 
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Fwd: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA RAD. 2020-00082

Nelly Pinzón <npinzon2311@gmail.com>
Jue 18/02/2021 3:25 PM

Para:  Juzgado 02 Civil Circuito - Santander - Bucaramanga <j02ccbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co>

3 archivos adjuntos (1 MB)
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De: Nelly Pinzón <npinzon2311@gmail.com> 
Date: jue, 18 de feb. de 2021 a la(s) 15:22 
Subject: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA RAD. 2020-00082 
To: <j02ccbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co>, <hernanabogado1@gmail.com>, EUCLIDES CAMARGO
GARZÓN <juridico@segurosdelestado.com>, <lusitania.sa@gmail.com> 

RADICADO: 2020-00082
DEMANDANTE: HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO Y OTRO.
DEMANDADO: JOSE PABLO PARDO BELTRÁN Y OTROS.

Respetada señora Juez, por medio del presente correo, me permito adjuntar poder que me fue
conferido para  notificarme de la demanda Rad:2020-00082 y paralelamente radico escrito de
contestación de la misma, en representación de los intereses del señor JOSE PABLO PARDO
BELTRÁN (Demandado),  por lo que solicito muy respetuosamente,  se me tenga notificada por
conducta concluyente.

Lo anterior, estando dentro del término legal permitido, para los fines pertinentes.

Por favor confirmar recibido.

Atentamente

NELLY PINZÓN CRUZ
Apoderada parte demandada.
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Señora:  
 
JUEZ SEGUNDA CIVIL DEL CIRCUITO DE BUCARAMANGA (SANTANDER).  
E.S.D.  
 
RADICADO No.2020-00082  
PROCESO: VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL.  
DEMANDANTES: YULI ANDREA PINTO MURILLO Y OTROS.  
DEMANDADOS: AZUCENA MANRIQUE DE HERNANDEZ Y OTROS.  
 
NELLY PINZÓN CRUZ, mayor de edad, identificada con la C.C. No. 1.013.598.114 de 
Bogotá, portadora de la T.P. No.298.773 del C.S. de la J., con domicilio y residencia en 
esta ciudad, obrando en mi condición de apoderada sustituta del  señor JOSE PABLO 
PARDO BELTRAN  (demandado), con domicilio en el Municipio de Cimitarra, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 1.099.552.054 de Cimitarra, de 
conformidad con el mandato legalmente conferido que adjunto, estando dentro del 
término legal, DESCORRO EL TRASLADO DE LA DEMANDA VERBAL DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL, promovida por YULI ANDREA 
PINTO MURILLO Y OTROS, efecto para el cual, me permito hacer los siguientes 
pronunciamientos, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 96 del Código 
General del Proceso.: 
 
 

I.- HECHOS. 

 

PRIMERO:  Se admite. 

 

SEGUNDO: Se niega este hecho, en el entendido que, son apreciaciones del abogado 

demandante que carecen de sustento factico y jurídico, pues dichas circunstancias aun 

son objeto de debate, atendiendo que, indica que el demandante transitaba en sentido 

Bucaramanga-la fortuna, de ser cierto, por qué se encontraba en el carril en sentido La 

Fortuna- Bucaramanga, ante tal discrepancia, nos atedemos de lo que resulte 

debidamente probado. 

  

TERCERO: Se niega este hecho,  dado que no hay observación alguna de la multa o 

sanción por infracción a las señales de tránsito por parte de mi representado,  lo que si 

es cierto, es que el señor HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, fue codificado con la 

causal 157, que dentro de las especificaciones que hizo el patrullero Mario Granados 

Pérez, fue reprocharle la “falta de precaución al ingresar a una vía alterna asociada a 

estacionarse en la mitad del carril”, razón por la cual, la parte demandante, está en la 

obligación de probar lo manifiesto en este hecho.  

 

CUARTO: No le consta, este hecho a mi representado, en el entendido que, son 

circunstancias que escapan de su conocimiento, además desconoce cual fue el 

diagnóstico clínico padecido por el demandante.  

 

QUINTO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son circunstancias que 

escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte debidamente 

probado. 

 

SEXTO: SEXTO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son 

circunstancias que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que 

resulte debidamente probado.  



 

 

 

SÉPTIMO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte 

debidamente probado.  

 

OCTAVO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte 

debidamente probado.  

 

NOVENO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte 

debidamente probado.  

 

DÉCIMO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son circunstancias 

que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que resulte 

debidamente probado.  

 

DÉCIMO PRIMERO: No le consta, este hecho a mi representado, dado que son 

circunstancias que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que 

resulte debidamente probado.  

 

DÉCIMO SEGUNDO: Se admite parcialmente este hecho, en lo que tiene que ver con 

los días de incapacidad medico legales y las secuelas, se niega que el mismo informe 

haya consignado que las lesiones son “extremadamente severas y que lo persiguen 

aun a lo largo del tiempo”., razón por la cual, se deberá probar suficientemente este 

hecho. 

 

DÉCIMO TERCERO: Se admite parcialmente este hecho, en lo que tiene que ver al 

porcentaje de la Perdida de la capacidad laboral, se niega que dicho informe haya 

consignado que mencionado “porcentaje aumentará al pasar de los años…” 

 

DÉCIMO CUARTO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por lo 

tanto, no amerita pronunciamiento.  

 

DÉCIMO QUINTO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por lo 

tanto, no amerita pronunciamiento.  

 

DÉCIMO SEXTO: No le consta este hecho a mí representado, dado que son 

circunstancias que escapan de su conocimiento, por lo que nos atenemos de lo que 

resulte debidamente probado.  

 

DÉCIMO SÉPTIMO: Se niega, no corresponde a un hecho, sino a una pretensión, por 

lo tanto, no amerita pronunciamiento. 

 

 

II.- PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES. 

 

De manera genérica, me OPONGO A LA PROSPERIDAD DE LAS PRETENSIONES 

DE LA DEMANDA. Me opongo a que se decreten todas y cada una de las 

PRETENSIONES DECLARATIVAS Y CONDENATORIAS de la demanda por las  



 

 

 

razones que serán esbozadas en el capítulo correspondiente., consecuentemente, 

solicito que la sentencia que ponga fin a este proceso se profiera en favor de mi 

representado. 

 

Adicionalmente solicito que se condene en costas y agencias en derecho a la parte 

demandante. Respecto a la carga de la prueba la Corte Suprema de Justicia Sala de 

Casación Civil, en sentencia de 25 de mayo de 2010, de la siguiente manera: «Al Juez 

no le basta la mera enunciación de las partes para sentenciar la controversia, porque 

ello sería tanto como permitirles sacar beneficio del discurso persuasivo que presentan; 

por ende, la ley impone a cada extremo del litigio la tarea de traer al juicio de manera 

oportuna y conforme a las ritualidades del caso, los elementos probatorios destinado a 

verificar que los hechos alegados efectivamente sucedieron, o que son del modo como 

se presentaron, todo con miras a que se surta la consecuencia jurídica de las normas 

sustanciales que se invocan». 

 

 

III-OBJECIÓN A LA ESTIMACIÓN DE LOS PERJUICIOS. 

 

Frente a las pretensiones manifiesto respetuosamente a su Señoría que OBJETO LAS 

CUANTIAS de conformidad con lo dispuesto en el Art. 206 de la Ley 1564 de 2.012 que 

expresamente indica “…Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, 

compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo RAZONADAMENTE 

bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de 

sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto, mientras su cuantía no sea 

objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Aun cuando no se 

presente objeción de parte, si el Juez advierte que la estimación es notoriamente 

injusta, deberá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para tasar el 

valor pretendido. Si la cantidad estimada excediere del 50% de lo que resulte probado, 

se condenará a quien le hizo pagar a la otra parte, una suma equivalente al (10%) de la 

diferencia.  

 

En ese sentido sobre el punto en particular, la Honorable Corte Suprema de Justicia ha 

convenido lo subsiguiente: “Téngase en cuenta que el juramento estimatorio que 

autoriza la Ley para cuantificar el valor de los perjuicios causados por cumplimiento de 

una obligación, en orden a provocar mandamiento ejecutivo, no es una simple 

formalidad procesal, como lo sugiere el recurrente, sino que se trata de un medio de 

prueba previsto en el art. 211 del C.P.C., necesario para apoyar la decisión judicial”.  

 

En tal sentido, No es dable que se pretendan sumas dinerarias por parte del actor sin 

que estas sean debidamente sustentadas, además como ya se indicó debe 

demostrarse que evidentemente los aquí demandados generaron dicho detrimento. En 

contra de las pretensiones de la demanda, propongo las siguientes excepciones, con el 

carácter de PERENTORIAS:  

 

 

IV.-FORMULACIÒN DE EXCEPCIONES DE MÉRITO. 

 

Con la finalidad de enervar la totalidad de las pretensiones, propongo como 

excepciones de mérito, las que denominaremos: 



 

 

 

A.- CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA. 

 

El deber de mitigar los daños para el caso que nos ocupa estaba en cabeza de la 

misma víctima y hoy demandante. En el derecho anglosajón, el concepto del deber de 

mitigar los daños se suele resumir así: el demandante no puede pedir al demandado la 

reparación de un daño que pudo razonablemente haber evitado (Harvard Law Review, 

1920, p. 728). Según lo explica Esquivel, la regla encuentra su sustento en un 

postulado económico básico: los recursos son escasos y limitados (1997-1998, p. 894). 

En consecuencia, el derecho debe responder a ese principio estableciendo reglas que 

incentiven a los individuos a conservarlos. Teniendo en cuenta que la víctima tiene la 

capacidad de preservar los recursos disponibles en la sociedad, evitando que se 

causen mayores pérdidas con el daño que sufrió, su omisión en ese sentido debe 

castigarse (Esquivel, 1997-1998, p. 895).  

 

En el presente caso, ha sido el propio apoderado de los accionantes quien ha traído al 

proceso de responsabilidad civil extracontractual, piezas procesales y especialmente 

probatorias, como lo es el mismo Informe Policial de Accidente  de Tránsito, para el 

caso sub examine, se puede evidenciar, con meridiana claridad que la verdadera 

CAUSA del evento dañino, tiene como elemento genitor, la rampante imprudencia, el 

obrar culposo y hasta doloso de la propia víctima, quien de manera voluntaria no 

observó el deber objetivo de cuidado al que estaba obligado, y de este modo ingresó 

de un ramal o vía secundaria y se estacionó en la mitad del carril de una vía nacional, 

como es bien sabido, por este lugar transitan muchos vehículos, lo lógico es que el 

señor MURILLO MURILLO se hubiese  orillado en la berma o por lo menos lo más 

próximo a la línea blanca de borde, y hubiese avizorado que no transitaban vehículos o 

no representaba peligro para ingresar a la vía,  pero esto nunca sucedió, y esto se 

corrobora con la posición final de los vehículos,  por el contrario, existen serias dudas 

sobre las manifestaciones que ha hecho el abogado demandante, indica que su 

representado “procedía a orillarse y que detrás transitaba una un tercer vehículo que 

era una buseta, que los vehículos se desplazaban en el sentido Bucaramanga- la 

fortuna, y que mi prohijado realizó un adelantamiento y que en sentido contrario venía 

una tractomula , la cual obligó de manera brusca volver a ingresar al carril chocando al 

motociclista con la defensa delantera…” es aquí donde contrariamos lo dicho por el 

extremo activo, no procedía a orillarse, ingresó de una vía secundaria a una principal y 

se estacionó totalmente sobre la vía sin las debidas señales, no es cierto que se 

desplazaban en sentido Bucaramanga – la fortuna sino La Fortuna- Bucaramanga, 

tampoco es cierto que mi representado se encontraba ejecutando una maniobra de 

adelantamiento y de reingreso al carril, de ser cierto, entonces hubiese impactado la 

supuesto buseta que iba detrás del motociclista. 

 

De esta modo, es que la misma víctima infringió lo establecido en el Código Nacional 

de Tránsito, especificamente lo contenido en los artículos 55, 61, 65, 67, 76,77, 94 y 

96,  entonces, claramente se aprecia en el Informe Policial de Accidente de Tránsito 

que la imprudencia fue ejecutada por el motociclista por la “falta de precaución al 

ingresar a una vía alterna asociada a estacionarse en la mitad del carril” el Patrullero 

Mario Granados Pérez  quien realizó el mencionado Informe Policial de accidente de 

Tránsito deja consignado en observaciones que el conductor del vehículo (02) esto es, 

Hugo Alberto Murillo Murillo, con lo anterior, se puede inferir más allá de toda duda 

razonable, que fue este quien elevó el riesgo permito,  convirtiéndose con ello en su 



 

 

propio victimario., y no como lo quiere hacer ver, achacándole responsabilidad tal vez 

al buen comportamiento de  mi representado, insistiendo que fue este quien provocó el 

lamentable hecho, de ser cierta tal afirmación, se evidenciaría con los daños que 

presenta el vehículo que estaba al mando de mi representado, pero de acuerdo a 

avalúos, son muy mínimos, de hecho ninguna pieza se partió. Resulta entonces, que el 

señor Murillo actuó con absoluta imprevisión, violando de extremo las normas que 

regulan el tránsito de las personas por las vías públicas. Para arribar al anterior aserto 

se cuenta primeramente con el Informe Policial de Accidente de Tránsito, en el que se 

evidencia las características de la vía, la hora, la clase de vehículos, los actores que 

intervinieron y la causa probable del accidente, que no fue otra que la falta de 

precaución al ingresar a la vía y estacionarse en la mitad del carril por parte del 

motociclista.  

 

En gracia de discusión y tratándose del ejercicio de actividades peligrosas, la Sala en 

desarrollo de lo previsto en el artículo 2356 del Código Civil, tiene ponderado que la 

responsabilidad se juzga al abrigo de la “(…) presunción de culpabilidad (…)” 1. 

Cualquier exoneración, por tanto, debe plantearse en el terreno de la causalidad, 

mediante la prueba de un elemento extraño (fuerza mayor o caso fortuito, hecho de un 

tercero o culpa exclusiva de la víctima). Sobre la conducta del perjudicado, ha 

precisado igualmente la Corporación: “En ese orden de ideas, se puede señalar que en 

ocasiones el hecho o la conducta de quien ha sufrido el daño puede ser, en todo o en 

parte, la causa del perjuicio que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del 

perjudicado como causa exclusiva del daño, su proceder desvirtuará, correlativamente, 

el nexo causal entre el comportamiento del presunto ofensor y el daño inferido, dando 

lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. (…) La 

importancia de la conducta de la víctima en la determinación de la reparación de los 

daños que ésta ha sufrido no es nueva, pues ya desde el derecho romano se aplicaba 

en forma drástica la regla, atribuida a Pomponio, según la cual “quod si quis ex culpa 

sua damnun sentit, non intellegitur damnum sentire”, es decir, que el daño que una 

persona sufre por su culpa se entiende como si no lo hubiera padecido, lo que condujo 

a un riguroso criterio consistente en que, si la víctima había participado en la 

producción del daño, así su incidencia fuera de baja magnitud, en todo caso quedaba 

privada de reclamación. Principio semejante se observó también en otros sistemas 

jurídicos, como en el derecho inglés, que aplicó el criterio de la contributory negligence, 

que impedía que la persona que había contribuido total o parcialmente a la producción 

del resultado dañoso se presentara ante la justicia a efectuar su reclamación, pues se 

consideraba que tenía las “manos manchadas” (Mazeaud, Henri y Léon, y Tunc, André. 

Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y Contractual. Tomo II, 

Volumen II. Ediciones Jurídicas Europa América. Buenos Aires, 1964. Pág. 33.). 1 CSJ. 

Civil. Vid. Sentencias de 26 de agosto de 2010, expediente 00611, y de 18 de 

diciembre de 2012, expediente 00094; posición reiterada recientemente en sentencia 

de 6 de octubre de 2015, rad. 2005-00105.  

 

Por último, cabe señalar que en el campo de la responsabilidad civil –contractual y 

extracontractual– la doctrina contemporánea destaca la importancia, cada vez mayor, 

que adquiere el que la víctima con su conducta procure mitigar o reducir el daño que 

enfrenta o que se encuentra padeciendo. (…) En tal orden de ideas, resulta palmario 

que ante la ocurrencia de un daño, quien lo padece, en acatamiento de las premisas 

que se dejan reseñadas, debe procurar, de serle posible, esto es, sin colocarse en una 

situación que implique para sí nuevos riesgos o afectaciones, o sacrificios 



 

 

desproporcionados, desplegar las conductas que, siendo razonables, tiendan a que la 

intensidad del daño no se incremente o, incluso, a minimizar sus efectos perjudiciales, 

pues sólo de esta manera su comportamiento podría entenderse realizado de buena fe  

y le daría legitimación para reclamar la totalidad de la reparación del daño que haya 

padecido (CSJ Civil, 16 dic. 2010, A. Solarte. Exp. 11001- 3103-008-1989-00042-01). 

 

Así las cosas, no esta llamada a prosperar las pretensiones de la demanda por la culpa 

exclusiva del demandante. 

 

 

B. RUPTURA DEL NEXO CAUSAL POR LA CONDUCTA DESPLEGADA DEL 

CONDUCTOR DE LA MOTOCICLETA DE PLACA XPE63A.   

 

El nexo causal hace referencia a la conexión de causalidad o enlace, que debe existir 

entre el hecho y el daño, toda vez que, para estructurarse la responsabilidad, el daño 

debe ser resultado o consecuencia del hecho. Dicho, al contrario, ese hecho o 

conducta culposa o riesgosa, debe ser la causa del daño, naturalmente que esa 

relación de causalidad debe acreditarse en el proceso, porque de lo contrario no podría 

nacer la obligación de reparación que es propia de la responsabilidad.  

De acuerdo con lo expuesto por la Corte, el nexo causal entre la conducta que se le 

endilga al demandado y el daño debe estar debidamente acreditado porque el origen 

de la responsabilidad gravita precisamente en la atribución del hecho dañoso al 

demandado. Este aspecto ha ocupado la atención de la Corte, motivo por el cual ha 

dicho que: “la causalidad basta para tener por establecida la culpa en aquellos casos 

en que, atendida la naturaleza propia de la actividad y las circunstancias precisas en 

que el hecho dañoso se realizó, la razón natural permite imputar a la incuria o 

imprudencia de la persona de quien se demanda la reparación… su defensa, entonces, 

no puede plantearse con éxito en el terreno de la culpabilidad sino en el de la 

causalidad”. “Así las cosas, la responsabilidad supone la inequívoca atribución de la 

autoría de un hecho que tenga la eficacia causal suficiente para generar el resultado, 

pues si la incertidumbre recae sobre la existencia de esa fuerza motora del suceso, en 

tanto que se ignora cual fue la verdadera causa desencadenante del fenómeno, no 

sería posible endilgar responsabilidad al demandado”.  

 

Ahora bien, en el análisis de los hechos que sustentan el presente caso se evidencia 

que el conductor del vehículo tipo motocicleta de placa XPE63A el señor Hugo Alberto 

Murillo Murillo, contribuyó en la producción del daño, puesto que fue uno de los actores 

que tuvo participación directa y determinante, de acuerdo con el Informe Policial de 

Accidente de Tránsito, no tuvo precaución al ingresar a una vía alterna asociada a 

estacionarse en la mitad del carril de la vía principal, maniobra ésta que no fue 

advertida para los demás usuarios de la vía, sino por el contrario,  los tomó por 

sorpresa. Es así como en el caso bajo estudio, la parte accionante alega unos 

perjuicios sustentados en la conducta imprudente, según su dicho, en cabeza del 

conductor del vehículo de placa XVO440, en virtud de la cual, se generó el hecho 

culposo. En efecto, uno de los elementos fundamentales de la responsabilidad civil 

extracontractual, está dado por el nexo causal, por la existencia de la relación de 

conexión entre la conducta dañosa desplegada por el señor Murillo y el daño sufrido 

por él mismo, razón por la cual, si surgió responsabilidad pero a cargo de la misma 

víctima, hoy demandante, es así como se rompe este elemento fundamental en los 

hechos acaecidos el pasado 05 de abril de 2017.  



 

 

 

 

 

 

Finalmente, la Honorable Corte Suprema de Justicia acoge sin reservas la teoría de la 

causalidad adecuada; así: 

 

Existen varias sentencias de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 

de los últimos veinte años, que expresamente indican que la teoría de la causalidad 

adecuada es la que debe regir la determinación del vínculo causal o que hacen 

referencia a la “causa adecuada” o “causalidad adecuada” del daño, incluso en casos 

de responsabilidad extracontractual. Es más, algunas sentencias recientes 

explícitamente rechazan la teoría de la equivalencia de las condiciones. De ahí que 

pueda decirse que la Corte Suprema de Justicia está inclinada a favorecer la teoría de 

la causalidad adecuada al momento de abordar el nexo de causalidad en los casos de 

responsabilidad civil.  

La teoría de la causalidad adecuada fue desarrollada y defendida por el médico 

Johannes von Kries y por el penalista Carl Ludwig von Bar a finales del siglo diecinueve 

(Velásquez, 2010, p. 359) como reacción y complemento de la teoría de la equivalencia 

de condiciones (Ortíz Gómez, 2010, p. 325; Suescún Melo, 2003, p. 154). Cuando se 

aplica esta teoría se debe empezar primero con la identificación de todas las posibles 

causas del daño. A continuación se efectúa una evaluación abstracta, en la que, con 

base en la experiencia y la razonabilidad, se juzga la probabilidad que tienen los 

hechos identificados para que en condiciones normales sean causantes del daño (Ortíz 

Gómez, 2010, p. 325), y se excluyen los eventos que no son idóneos por sí mismos 

para producir el daño. Las causas restantes son llamadas, entonces, causas 

adecuadas del daño. 

 

Así, de acuerdo con el criterio de la Corte Suprema de Justicia, los daños directos 

pueden ser definidos como aquellos que han sido producto de la conducta de una 

persona, en este caso el de la misma víctima, que previamente ha sido calificada como 

causa adecuada para producir ese resultado, conforme a las reglas de la experiencia y 

el sentido de razonabilidad.  

 

 

C.- REDUCCIÓN DE INDEMNIZACIÓN POR CONCURRENCIA DE CULPAS ENTRE 

LOS CONDUCTORES DE LOS VEHÍCULOS INVOLUCRADOS.  

 

Al examinar detalladamente el comportamiento desplegado por el señor Murillo Murillo, 

vemos que fue fundamental para la ocurrencia del accidente, por lo que en virtud de 

esa incidencia en el hecho, en términos del articulo 2357 del Código Civil, la 

apreciación del daño esta sujeta a reducción, pues si quien lo ha sufrido se expuso a él 

imprudentemente.  

En virtud de ello, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ha señalado al 

Respecto: “Al establecer el articulo 2357 del Código Civil que la apreciación del daño 

está sujeta a reducción, consagra esta disposición la teoría de la compensación de 

culpas en aquellos eventos en los cuales, quien lo sufre se expuso descuidadamente, o 

cuando un error de su conducta fue también la causa determinante del daño 

(C.J.LXVIII, pag.627). Trátese, pues, de dos culpas distintas que concurren a la 

realización de un hecho dañoso, donde la de la víctima, por no ser la única si es la mas 



 

 

preponderante y trascendente en la realización del perjuicio, no alcanza a eximirse de 

responsabilidad al demandado Pardo Beltrán, pero si da lugar a medirla en la 

proporción del daño y que estime el Juez. En estos supuestos, ha de averiguar el 

fallador cual de los hechos o culpas fue el decisivo en la producción del daño, lo que 

comporta precisar igualmente, cual de los actos imprudentes tuvo mayor incidencia, y a 

falta de uno, analizar si hubiese tenido las mismas consecuencias por sí solo. Como lo 

tiene dicho la Corte, “el sistema legal concede al Juez, amplios poderes para valorar en 

concreto, y a la luz de las probanzas, el hecho y las circunstancias del daño, no solo en 

la tarea de deducir hasta donde fue evitable, sino también en cuanto respecta saber en 

qué medida la propia culpa de quien sufrió el perjuicio puede atenuar o suprimir la 

responsabilidad” sent. Oct. 1° de 1992. M.P. Eduardo García Sarmiento.   

 

La Corte Suprema de Justicia en sentencia SC2107-2018, con apoyo en el artículo 2341 

del Código Civil, ha señalado como presupuestos axiológicos y concurrentes de la 

responsabilidad extracontractual, denominada también aquiliana, “(i) el perjuicio 

padecido; (ii) el hecho intencional o culposo atribuible al demandado; y (iii) la existencia 

de un nexo adecuado de causalidad entre factores”1.  

 

En cuanto atañe al tipo de responsabilidad civil descrito en el cargo, la misma 

corresponde a la prevista en el artículo 23562 del Código Civil, esto es, la originada por 

el ejercicio de actividades peligrosas, la cual consagra una presunción de 

responsabilidad que opera en favor de la víctima de un daño causado producto de una 

labor riesgosa, aspecto que la releva de probar su existencia de la culpa en el 

acaecimiento del accidente y, por tanto, para que el autor del mismo sea declarado 

responsable de su producción, sólo le compete demostrar la conducta o hecho 

antijurídico, el daño y la relación de causalidad entre éste y el perjuicio. Por ello, es el 

sendero en nuestro ordenamiento de múltiples actividades que entrañan una franca y 

creciente responsabilidad objetiva. 

 

En significativa sentencia de 14 de marzo de 1938, la Sala de Casación Civil3 hincó los 

primeros lineamientos jurisprudenciales sobre los cuales hoy se sustenta la “teoría del 

riesgo”, o “responsabilidad por actividades peligrosas”, exponiendo: 

 

“(…) [L]a teoría del riesgo, según la cual al que lo crea se le tiene por responsable, mira 

principalmente a ciertas actividades por los peligros que implican, inevitablemente 

anexos a ellas y mira a la dificultad, que suele llegar a la imposibilidad, de levantar las 

respectivas probanzas los damnificados por los hechos ocurridos en razón o con 

motivo o con ocasión del ejercicio de esas actividades […]. De ahí que los daños de 

esa clase se presuman, en esa teoría, causados por el agente respectivo […] Y de 

ahí también que tal agente o autor no se exonere de la indemnización, sea en 

parte en algunas ocasiones, sea en el todo otras veces, sino en cuanto 

demuestre caso fortuito, fuerza mayor o intervención de elemento extraño. […]  

 

 

Sobre el asunto, afirmó esta Corte: 

 

 
1 CSJ SC 6 de abril de 2001, rad. 5502. 
2 “(…) Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser 
reparado por ésta (…)”. 
3 G.J. T. XLVI, pág. 211 a 217. 



 

 

“(…) [E]n tratándose de la concurrencia de causas que se produce cuando en el origen 

del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, 

deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor  

 

en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole 

viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan 

esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que 

ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el 

perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y 

CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…); principios en los que se funda la llamada 

‘compensación de culpas’, concebida por el legislador para disminuir, aminorar o 

moderar la obligación de indemnizar, en su expresión cuantitativa, hasta o en la medida 

en que el agraviado sea el propio artífice de su mal, compensación cuyo efecto no es 

otro distinto que el de ‘repartir’ el daño, para reducir el importe de la indemnización 

debida al demandante, ello, desde luego, sobre el supuesto de que las culpas a ser 

‘compensadas’ tengan virtualidad jurídica semejante y, por ende, sean equiparables 

entre sí (…)” (resaltado propio)4. 

  

Por tanto, se itera, para declarar la concurrencia de consecuencias reparadoras, o de 

concausas, cuyo efecto práctico es la reducción de la indemnización en proporción a la 

participación de la víctima, su implicación deberá resultar influyente o destacada en la 

cadena causal antecedente del resultado lesivo, aún, a pesar del tipo de tarea 

arriesgada que gobierna el caso concreto. 

Para el caso que nos ocupa dichas pretensiones deben ser objeto de estudio, por la 

contribución o aporte que hizo el demandante en la producción de su propio daño. 

 

 

D. LOS PERJUICIOS RECLAMADOS SE ENCUENTRAN SOBRESTIMADOS. 

 

Si bien es claro en el presente caso, las pretensiones formuladas por el demandante no 

están llamadas a ser reconocidas por el Despacho, en el evento improbable que se 

estime lo contrario y se rechacen las anteriores excepciones formuladas, deberá 

tenerse en cuenta que, en todo caso, no habrá lugar al reconocimiento de las 

pretensiones de la demanda, o al menos en las exageradas sumas reclamadas por la 

parte actora. 

 

En efecto, partiendo de la premisa de acuerdo con la cual corresponde a la parte 

demandante la acreditación de la existencia y extensión de este concepto 

indemnizatoria (art. 167 del C.G.P.), a efectos de analizar la petición indemnizatoria en 

comento, es importante que el Despacho incluya dentro de sus reflexiones las 

siguientes consideraciones: 

 

a). - Respecto de los perjuicios morales: 

En el evento en que se decida proferir condena en contra de los demandados, para el 

pago de los perjuicios reclamados por la parte actora, deberá tenerse en cuenta que los 

perjuicios reclamados por concepto de daño moral se encuentran ampliamente 

sobreestimados, razón más que suficiente para que no sean reconocidos por el 

Despacho en la suma reclamada, en el entendido de que excede notoriamente, el tope 

indemnizatorio establecido por la jurisprudencia para el efecto. 

 
 



 

 

 

Ciertamente como perjuicios inmateriales que son, tales daños corresponden a 

aquellos aspectos subjetivos negativos que se derivan del acaecimiento del hecho, 

razón por la cual, no son cuantificables económicamente, es por ello, que desde tiempo 

atrás, la jurisprudencia ha establecido que los referidos perjuicios se tasan según el  

 

 

arbitrium judicial, considerando las pautas que para ello fijan periódicamente las Altas 

Cortes. 

Es así, como de tiempo atrás la Honorable Corte Suprema de Justicia viene 

estableciendo límites a la indemnización de perjuicios inmateriales, que sirven como 

parámetros orientadores de los jueces y tribunales, para la tasación de los referidos 

perjuicios en los casos concretos. 

 

Ahora bien, actualmente, como indemnización máxima de los perjuicios morales 

subjetivos causados a partir de la ocurrencia del hecho dañoso, la Corte Suprema de 

Justicia ha establecido la suma de Cincuenta y tres millones de pesos mcte ($53.000. 

000.oo), cual es el monto indemnizable de los referidos perjuicios en aquellos eventos 

verdaderamente graves, en los que se produce el fallecimiento o la invalidez de la 

víctima como consecuencia de un hecho dañoso acaecido. 

 

Así lo destacó por última vez, la Corte Suprema de Justicia en sentencia proferida el 

pasado 17 de noviembre de 2.011, al señalar: 

 

“En el caso concreto, por la gravedad del marco de las circunstancias en que falleció el 

joven Aream Alexander Verano, lo que de suyo generó intensa aflicción a sus parientes 

y vinculados, así como por los estrechos vínculos familiares y los nexos afectivos con 

padres, hermanas e hijo, padecimientos interiores, congoja, angustia, impotencia y 

profundo dolor, la Sala estima pertinente ajustar el valor de referencia para reparar el 

daño moral a la suma a la suma de ($53.000. 000.oo), moneda legal colombiana”. 

 

Por lo anterior, es claro que las pretensiones indemnizatorias formuladas en el presente 

caso por concepto de daños patrimoniales y extrapatrimoniales no están llamadas a su 

reconocimiento, al menos en la suma reclamada. 

 

 

E. EXCEPCIÓN GENÉRICA O INNOMINADA.  

 

Además de la excepción anteriormente rotulada, solicito comedidamente al señor Juez 

declarar a favor de la parte que represento toda otra excepción que llegare a resultar 

probada durante el debate procesal. 

 

 

V.-PRUEBAS. 

 

Poder que me legitima para actuar.  

 

SOBRE LAS PRUEBAS APORTADAS POR LOS DEMANDANTES.  

 



 

 

Con todo respeto desde ya solicito que todas y cada una de las pruebas documentales 

declarativas y dispositivas provenientes de terceros, que aporte o llegue a aportar el 

extremo activo sean apreciadas de conformidad con lo establecido en las disposiciones 

probatorias, esto es, si son debidamente ratificadas por quienes las suscriben.  

 

Con la finalidad de acreditar los supuestos de hecho y de derecho en que se 

fundamentan los medios defensivos desplegados por el demandado JOSE PABLO  

 

PARDO BELTRÁN. 

 

solicito al Despacho, acceder a decretar y ordenar practicar e incorporar legalmente al 

proceso las siguientes PRUEBAS:  

 

TESTIMONIALES:  

 

• Sírvase señor Juez, citar y hacer comparecer al Despacho al señor Patrullero MARIO 

AURELIO GRANADOS PEREZ, mayor de edad, quien se identifica con la Cédula de 

Ciudadanía No. 80.831.524, funcionario de la Policía Nacional, adscrito a la Dirección 

de Tránsito y Transporte, persona que conoció y elaboró el Informe Policial de 

Accidente de Tránsito de fecha 05 de abril de 2017, en el cual se vio involucrado el 

vehículo de placa XVO440, conducido por  mi representado., para que deponga todo lo 

que le conste, en relación con la información recolectada y plasmada en el mencionado 

informe, quien puede ser notificado en la calle 41 No. 11- 44 de Bucaramanga, o a 

través de la dirección de talento humano de la Policía Nacional. 

 

 

INTERROGATORIO DE PARTE: 

 

 • Sírvase señor Juez, citar y hacer comparecer al Despacho a los demandantes 

señores HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, YULY ANDREA PINTO MURILLO, 

mayores de edad, quienes se notifican en la vereda San Benito, del Municipio de 

Lebrija, bajo la gravedad del juramento, manifiesto que desconozco el número de 

teléfono y direcciones de correos electrónicos, se pueden notificar a través de su 

apoderado al correo electrónico Hernanabogado1@gmail.com  

 

VI. ANEXOS. 

 

Los relacionados en el acápite de pruebas.  

 

VII. NOTIFICACIONES. 

 

Mi poderdante JOSE PABLO PARDO BELTRÁN, se notifica en la calle 5E No. 16-04 

Barrio San Marcos Piedecuesta, al celular 3184676449, al correo electrónico de la 

suscrita npinzon2311@gmail.com  

 

La suscrita abogada en la Cra. 31 no. 51- 74 Of. 1302 edificio empresarial M@rdel de 

la ciudad de Bucaramanga Tel. 6954545, celular 3046814599 Email: 

npinzon2311@gmail.com  
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Las demás partes demandadas se notifican en las direcciones aportadas por la parte 

demandante.  

 

La parte demandante los señores HUGO ALBERTO MURILLO MURILLO, YULY 

ANDREA PINTO MURILLO, mayores de edad, quienes se notifican en la vereda San 

Benito, del Municipio de Lebrija, bajo la gravedad del juramento, manifiesto que 

desconozco el número de teléfono y direcciones de correos electrónicos, se pueden 

notificar a través de su apoderado al correo electrónico Hernanabogado1@gmail.com  

 

El abogado demandante, en la carrera 12 No. 34-67 oficina 405 de Bucaramanga, al 

correo electrónico Hernanabogado1@gmail.com  

 

 

Atentamente,  

 

 
NELLY PINZÓN CRUZ  

C.C. No. 1.013.598.114 de Bogotá.  

T.P. No. 298.773 del C.S. de la J. 
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